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APLICACIÓN DE LA ACCIÓN DE REPETICIÓN EN COLOMBIA1 
Resumen 
Se analizó la acción de repetición desde varios aspectos: primero, haciendo una comparación 
de esta con el derecho Español; luego sus aspectos normativos, jurisprudenciales y doctrinarios y 
por último, identificando las competencias de las entidades facultadas en la ley 678 de 2001 para 
el ejercicio de la misma, resultado que la aplicación de la Ley citada ha sido ineficaz, no por vacíos 
normativos, si no por la inoperancia de los funcionarios públicos encargados de presentar la acción 
o en su defecto sancionar a quienes no lo hagan de conformidad con la Ley.   
Palabras Clave: repetición- acción- aplicación- ineficacia- funcionario. 
ABSTRACT 
The repetition action was analyzed from several aspects: first, making a comparison of this with 
Spanish law; then its normative, jurisprudential and doctrinal aspects and finally, identifying the 
powers of the entities empowered in law 678 of 2001 for the exercise of the same, result that the 
application of the aforementioned Law has been ineffective, not due to regulatory gaps, if not for 
the ineffectiveness of public officials in charge of presenting the action or failing to sanction those 
who do not do so in accordance with the Law.  
Keywords: Repetition, action, application, ineffective, civil servant. 
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Los altos índices de corrupción en Colombia, han generado un abismal gasto del erario público 
en el pago de conciliaciones y condenas como resultado del actuar ilegal en el que se ven incursos 
miles de funcionarios y ex agentes del Estado.  
según los informes presentados a través de diferentes revistas del país, las condenas en contra 
del Estado debidamente pagadas ya sea como consecuencia de sentencias o  conciliaciones 
judiciales, ascienden a un aproximado de $730 billones de pesos; en contraste con dicho panorama, 
se desconoce en la actualidad cuántos de esos recursos han sido debidamente recuperados por las 
autoridades correspondientes a través de acciones judiciales expeditas como lo es la acción de 
repetición, lo cual obliga a analizar el funcionamiento y la estructura normativa de esta 
herramienta frente a los proceso de recuperación de dineros pagados por conciliaciones o condenas 
impuestas al Estado. 
En materia normativa, está la Ley 678 de 2001, por medio de la cual se reglamenta la 
determinación de responsabilidad patrimonial de los agentes del Estado, a través del ejercicio de 
la acción de repetición o de llamamiento en garantía con fines de repetición, brindando los 
elementos procesales necesarios para impetrar la acción, dando como opciones la presentación de 
una acción autónoma de repetición o la oportunidad de adherir a través de un llamamiento en 
garantía al presunto funcionario o exfuncionario infractor, al proceso de responsabilidad 
presentado en contra de la entidad estatal del caso; sumado a ello, impone la legitimación por 
activa para la presentación de la presente acción, al Ministerio Público, al Ministerio de Justicia y 
del Derecho, a través de la Dirección de Defensa Judicial de la Nación o quien haga sus veces y al 
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representante legal de la entidad directamente perjudicada y cataloga como falta disciplinaria su 
no ejercicio; es decir que, la acción de repetición cuenta con todos los elementos necesarios para 
cumplir con su objetivo, el cual es recuperar los recursos públicos pagados en condenas. 
Al respecto, del actuar de los funcionarios públicos legitimados para impetrar dicha acción y 
de los medios de control encargados de vigilar el actuar de los mismos y evitar la pérdida de los 
recursos públicos, es adecuado revisar, si dicho actuar es diligente y oportuno para que la acción 
de repetición sea eficaz; esto es, si son presentadas en debido tiempo, si se encuentra soportado 
con el material probatorio necesario para que el juez emita una condena. Y de otro lado, determinar 
cuál es el rol que cumplen las entidades de control y miembros del Ministerio Público con respecto 
al actuar de estos funcionarios; dicho de otra manera, precisar si están imponiendo las 
correspondientes sanciones disciplinarias al personal que incumple con su deber funcional.  
El objetivo principal del presente artículo, es enfocar un analisis cualitativo de la acción de 
repetición regulada en la Ley 678 de 2001, desde dos aspectos: uno normativo y el otro las 
situaciones de operatividad y aplicación por parte de los funcionarios encargados de poner en 
ejecución dicha acción, haciendo juicios de valor a la misma que permitan llegar a conclusiones y 
ofrecer un abanico de correctivos o soluciones.   
En razón de lo anterior, se plantea la siguiente pregunta de investigación ¿CÓMO HA SIDO 
LA APLICACIÓN DE LA LEY 678 de 2001 EN COLOMBIA? 
Para responder este interrogante, se desarrolló el presente artículo de la siguiente forma: en 
primera medida se analizó la acción desde el derecho comparado, enfocándolo en el derecho 
español; como segundo, se estudiaron los preceptos normativos, jurisprudenciales y doctrinales 
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sobre la acción para revisar posibles aspectos que deban ser objetos de modificación; 
posteriormente, conocer las competencias administrativas, legales y judiciales de las instituciones 
encargadas de impulsar la acción de repetición, analizando el cumplimento de cada una de estas 
dentro del marco de la aplicación y efectividad de la figura. Finalmente, este artículo llegó a unas 
conclusiones frente a la aplicación efectiva o no de la acción, permitiendo hacer una crítica a la 
misma y plantear posibles correctivos para su funcionamiento dentro y fuera del ordenamiento.   
La acción de repetición desde el derecho comparado. 
España ha tenido un rol protagónico en la historia de Colombia; o más bien, Mar del Sur como 
la llamaron los primeros colonizadores españoles, liderados por Cristóbal Colón.  Debido a la 
ubicación que ostentaba, cerrado al sur por la gran selva amazónica y al noroeste por el todavía 
hoy infranqueable Tapón del Darién (Caballero, 2016); la presencia y dominación española desde 
el siglo XV en la tierra cafetera, impactó fuertemente en la imposición de tradiciones políticas, 
económicas y mercantiles de raigambre europeo, lo cual se vio reflejado en las instituciones 
jurídicas, puesto que gran parte de leyes colombianas tienen su origen en España. 
Una muestra de ello es la acción de repetición, figura legislativa tomada del derecho español y 
este a su vez, del derecho francés, país influyente en la consolidación del derecho continental.  
En España, la acción de repetición o acción de regreso, como es conocida en ese país, encuentra 
sus albores legislativos en la Ley de Régimen Jurídico de la administración del Estado de 1957, la 
cual ofrecía mayores beneficios al particular o tercero afectado por el actuar de la administración, 
dado que en primera medida, se trataba de un régimen de responsabilidad objetiva, esto es, el 
tercero o particular afectado únicamente debía demostrar la existencia de una lesión imputable 
5 
 
causalmente a la administración por el “funcionamiento de los servicios públicos” y sumado a ello, 
no solo podía lograr la indemnización por los daños sufridos a través de la jurisdicción contenciosa 
administrativa, sino también a través de la jurisdicción civil, siempre y cuando se cumplieran los 
siguientes supuestos: i) cuando la administración actuara en relaciones de derecho privado y ii) el 
daño procediera de la concreta actividad de un funcionario, mediando culpa o negligencia grave y 
el particular optara por dirigirse civilmente contra él y no contra la administración  (Rebollo, 2000). 
Esta posibilidad excepcional de acudir a la jurisdicción civil demandando al funcionario 
generador del daño, incrementó las acciones de regreso en dicha jurisdicción dada su rapidez, 
aunado al hecho de poder demandar de manera conjunta al funcionario y a la administración, 
situación que no era posible en la jurisdicción contenciosa. 
En la actualidad, la acción de regreso encuentra su sustento legal en el nuevo Régimen de 
Responsabilidad Patrimonial de las Administraciones Públicas, derivado de la Ley 30 de 1992 y 
su ley reformatoria, Ley 4 de 1999, la Ley de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, Ley 29 
de 1998 y la Ley 40 de 2015 que trata sobre el régimen jurídico del sector público; el cual continua 
siendo un régimen de responsabilidad objetiva; sin embargo, como hecho diferenciador de la 
anterior normatividad, se eliminó la posibilidad excepcional de acudir a otra jurisdicción 
acumulando pretensión (unas contra el funcionarios y otras contra la administración), puesto que, 
solo podrá solicitarse la indemnización del daño sufrido por vía contenciosa, demandando 
únicamente a la Administración (Rebollo, 2000; Jimenez, 2009). 
Con respecto a los requisitos de esta acción, es de resaltar el carácter obligatorio que reviste, ya 
que se exigirá de oficio por parte de la administración, tal y como está preceptuado por en el 
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artículo 145.2 de la Ley 30 de 1992 reformado por la Ley 4 de 1999; la mencionada disposición 
es contraria al régimen establecido en la Ley de 1957, en la cual el ejercicio de esta acción era una 
decisión potestativa de la administración basada en el verbo rector “podrá exigir”, dependiendo 
en su totalidad de la voluntad de la administración para poner en funcionamiento dicha medida 
recaudatoria.  
Seguida línea, previo a la iniciación de la acción de regreso, la administración debe cumplir dos 
requisitos: que la víctima haya sido indemnizada por la administración que ejercerá la acción de 
regreso y que el causante directo del daño haya actuado mediando “dolo, culpa o negligencia 
grave” dicha actuar será ponderado, teniendo en cuenta los siguientes criterios: “el resultado 
dañoso producido, la existencia o no de la intencionalidad, la responsabilidad profesional del 
personal al servicio de las administraciones públicas y su relación con la producción del resultado 
dañoso”. (Ley 30 de Regimen Juridico de las Admnistraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, 1992). 
Por su parte, en tratándose al procedimiento, la acción de regreso es un trámite meramente 
administrativo, que podrá ser realizado por el órgano de la administración que previamente realizó 
el pago de la indemnización, quien notificará a los interesados y contendrá los motivos que 
justifican el procedimiento, concediendo un plazo de 15 días para aportar el material probatorio 
que estimen convenientes; practicadas las pruebas, un plazo nuevamente de 15 días. Luego se le 
otorga al funcionario un periodo no superior a 10 días para alegaciones, resultando como producto 
final una propuesta de resolución que deberá ser resuelta por el órgano competente en un plazo 
máximo de 5 días. Dicha resolución de declaratoria de responsabilidad, pondrá fin  a la vía 
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administrativa y se podrá interponer el recurso  contencioso administrativo, previa resolución de 
recurso de reposición. En cuento al factor de caducidad, no existe de manera concreta y particular 
un plazo determinado para que la administración ponga en marcha la acción de regreso (Rebollo, 
2000). 
Sin embargo, en términos de eficacia la acción de regreso no ha cumplido con las expectativas 
trazadas con su creación, a más de 60 años de su reconocimiento legislativo dicha acción ha 
permanecida prácticamente inédita, comprobado con el bajo número de resoluciones en las cuales 
efectivamente se ha declarado la responsabilidad de un funcionario. 
 De hecho, contrario a la obligatoriedad que reviste la acción de regreso en cabeza de la 
administración, no parece que existan en el derecho procesal español, los mecanismos adecuados 
que permitan ejecutar forzosamente la supuesta obligatoriedad en caso de que la administración se 
resista a su cumplimiento, y ello porque  aún concurridos todos los requisitos de la acción 
consagrados en la ley, las autoridades disponen de un gran margen de apreciación para decidir 
ejercerla o no ejercerla, derivada de la indeterminación de los criterios enunciados por el legislador, 
la ponderación a aplicar en cada caso concreto y la posibilidad de que la administración tenga en 
cuenta también otros criterios distintos, posibilidad que se desprende de la expresión “entre otros”  
(Pascual, 2008) 
En síntesis, se puede observar que la legislación española, establece una figura jurídica 
autónoma con el ánimo de evitar que actos de impunidad derivados de un actuar doloso, culposo, 
o gravemente negligente ejecutado por un empleado de la administración, de manera permanente, 
afecte las finanzas de la administración, concretando un solo camino para ello, la vía contenciosa 
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- administrativa garantizando el principio de doble instancia, imponiendo a la misma entidad 
encargada de pagar la indemnización al particular o tercero afectado con el funcionamiento de la 
administración, la obligación de incoar, graduar y direccionar la acción de regreso, dejándola en 
libertad de establecer el monto o la cuantía por la cual va a repetir contra dicho funcionario, aspecto 
que puede ser contraproducente al momento de compensar los dineros ya cancelados, no siendo 
una prioridad la recuperación total o integral del monto. 
 
Antecedentes normativos. 
Pese a que la Constitución Política de 1884, contemplaba la responsabilidad de los particulares 
y de los servidores públicos, esto se convirtió en “letra muerta” frente a los últimos, pese la 
existencia del cuerpo normativo, los servidores públicos por encima de esta cometían atropellos 
sin que se ejerciera contra ellos alguna acción, con el propósito de resarcir o reparar esos daños; 
adoptándose así para la época la teoría de la irresponsabilidad del funcionario (Jiménez & Pedroza, 
2012, p. 70).   
Posterior a la época, la Corte Suprema de Justicia, en relación a la falla del servicio, determinó 
una especie de culpa compartida entre el servidor público y el Estado, frente a la reparación de los 
perjuicios causados por uno de sus agentes en ejercicio de sus funciones (Jiménez & Pedroza, 
2012, p. 70). 
Luego en Consejo de Estado en 1974, le da un abreboca a lo que actualmente se conoce como 
acción de repetición y estableció que en aquellos eventos donde exista responsabilidad compartida 
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entre el Estado y el servidor público, y el afectado decida buscar la reparación únicamente frente 
al Estado y este efectivamente pague; le abre la posibilidad de recuperar este dinero pagado al 
servidor público que no fue perseguido, es decir era procedente repetir (Jiménez & Pedroza, 2012, 
p. 70). 
Para el año 1976 con la expedición del Estatuto de Contratación Estatal, se emplea la acción de 
repetición, en el marco de la actividad contractual únicamente.  
Luego, otras normas fueron regulando la acción de repetición como lo fueron:  
“…el art. 40 del Código de Procedimiento Civil, hoy subrogado por la Ley 270 de 1996, que 
trataba de la responsabilidad de jueces y magistrados15; el art. 51 de la ley 80 de 1993, en materia 
de responsabilidad contractual; los arts. 77 y 78 del Decreto 01 de 1984 (C.C.A), que consagran la 
acción de repetición en materia contencioso administrativa, y la Ley 270 de 1996 que regula la 
responsabilidad de los funcionaros y empleados judiciales”.  (Jiménez & Pedroza, 2012) 
Por otro lado, la responsabilidad del Estado tiene su génesis desde la Constitución de 1991, la 
cual establece la responsabilidad del Estado por sus acciones, omisiones o extralimitaciones; 
generando como consecuencia el derecho a favor de los ciudadanos de recibir una indemnización 
por parte de este por los perjuicios causados cuando no están en el deber jurídico de soportar dicho 
daño y el Artículo 90 argumentó “…En el evento de ser condenado el Estado a la reparación 
patrimonial de uno de tales daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente 
culposa de un agente suyo, aquél deberá repetir contra éste.”, dando la importancia constitucional 
a la Acción de Repetición. 
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Ley 678 de 2001. 
Con 31 artículos, publicada y entrada en vigencia el día 4 de Agosto de 2001,  tiene por objeto 
como lo indica el Artículo 1°: regular efectivamente la responsabilidad patrimonial de los 
servidores y ex servidores públicos y de los particulares que desempeñen funciones públicas, a 
través del ejercicio de la Acción de Repetición y como finalidad garantizar los principios de 
moralidad y eficiencia de la función pública.  
Como características importantes de la ley se puede considerar el carácter obligatorio de las 
entidades públicas para ejercitarla; esto implica que cuando el representante legal de esta no 
cumpla, se constituye falta disciplinaria y podrá ser destituido siendo una acción de la cual no se 
puede desistir. 
La citada Ley en su artículo 2° define la Acción de Repetición como “una acción civil de 
carácter patrimonial que deberá ejercerse en contra del servidor o ex servidor público que 
como consecuencia de su conducta dolosa o gravemente culposa haya dado reconocimiento 
indemnizatorio por parte del Estado, proveniente de una condena, conciliación u otra forma 
de terminación de un conflicto. La misma acción se ejercitará contra el particular que 
investido de una función pública haya ocasionado, en forma dolosa o gravemente culposa, 
la reparación patrimonial.” (Ley 678 de 2001, 2001).  
Esta acción podrá se incoada contra cualquier funcionario del Estado sin importar el rango 
o la vinculación laboral a la que este sujeto en la entidad pública, bien sea, cuando se trate 
por condenas por violaciones a derechos humanos y en contra de los funcionarios de la Rama 
Judicial y de la Justicia Penal Militar. 
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Señala la Ley en el artículo 7°, en cuanto a los aspectos procesales: su trámite se adelantará ante 
la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y su competencia radica en el juez o tribunal que 
emitió la condena del proceso de responsabilidad patrimonial, de acuerdo con las reglas señaladas 
por el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.   
cuando esta sea ejercida en contra de funcionarios de alto rango como son el presidente o el 
vicepresidentes o cuando los haya sustituido, o en contra de congresistas, ministerios de despacho, 
directores de departamentos administrativos, procurador general de la nación, contralor general de 
la república, fiscal general de la nación, defensor del pueblo, magistrados de la corte constitucional, 
de la corte suprema de justicia, del consejo superior de la judicatura, de los tribunales superiores 
del distrito judicial, de los tribunales Administrativos y del tribunal penal militar; conocerá en 
única instancia la sala de lo contencioso administrativo del consejo de estado, y cuando esta se 
ejerza en contra de varios funcionarios, será competente el juez que conocería el proceso en contra 
del de mayor jerarquía. 
Establece la ley  en el artículo 8°: En cuanto a los términos, que de no interponerse la acción en 
un plazo superior a los seis (6) meses siguientes del pago total o de la última cuota de la condena, 
por la entidad directamente perjudicada, esta podrá ser interpuesta por el Ministerio Publico o por 
el Ministerio de Justicia y del Derecho a través de la Dirección de Defensa Judicial de la Nación; 
así mismo cualquier persona podrá solicitar a las entidades antes mencionadas que se dé apertura 
de la misma, decisión que deberá comunicarse al solicitante. 
En el artículo 14, se establece que la cuantía de la pretensión de la demanda será por el valor 
total de la condena impuesta, incluido el valor de las costas y agencias en derecho; sin embargo no 
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se tendrá en cuenta el de los intereses que se causen por el no pago oportuno; en cuanto de a la 
caducidad la entidad cuenta con dos (2) años, plazo contado a partir del día siguiente de  la fecha 
de pago total de la condena y cuando este se haga en cuotas, será contado a partir del último pago.  
Al ser condenado señala el artículo 15, que en la sentencia se deberá establecer un plazo para 
el cumplimiento de la obligación, al declararse la responsabilidad por vía del llamamiento en 
garantía o aprobada la conciliación extrajudicial, este prestará merito ejecutivo por vía de la 
jurisdicción coactiva.   
Adicional a esto, en cuanto al llamamiento en garantía, indica en el artículo 19: podrá acudirse 
a este cuando exista prueba sumaria de la responsabilidad del agente al haber actuado con dolo o 
culpa grave, y en el mismo proceso se decide sobre la responsabilidad de la administración y del 
funcionario; por otro lado, no será procedente cuando en la contestación de la demanda se 
propongan excepciones de culpa exclusiva de la víctima, hecho de un tercero o fuerza mayor o 
caso fortuito.  
Jurisprudencia. 
La Corte Constitucional en Sentencia C 484 de  2002, realiza un análisis normativo sobre la 
constitucionalidad de los artículo de la Ley 678 de 2001 expresa:  
si la acción de repetición persigue la protección del patrimonio del Estado para que el 
funcionario que dio origen a una condena con su actuar doloso o gravemente culposo, 
reembolse lo pagado, en nada se quebranta la carta política, sino que al contrario, se defiende 
el interés general, cuando la autoridad pública legitimada para interponer la acción se le 
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impide desistir, pues ello equivaldría a autorizarla para consentir el detrimento patrimonial 
abandonando los instrumentos procesales que conforme al artículo 90 de la constitución se 
le otorgan, máxime si se tiene en cuenta que esta norma impone como un deber el ejercicio 
de la acción en las hipótesis ya mencionadas, pues será abiertamente contradictorio 
imponerle ese deber y autorizar a la entidad pública para no cumplirlo(Sentencia de 
constitucionalidad, 2002); reiterando así el carácter obligatorio de la acción e 
imposibilitando el desistimiento por parte de las entidades públicas condenadas, cuando el 
agente haya actuado con dolo o culpa grave.  
Indica así la corte que la acción de repetición, contribuye y defiende el interés general al 
realizarse la demanda, debido a que a través de ella, se logrará recuperar los recursos pagados 
por condenas de responsabilidad patrimonial y esto no va en contra de la Constitución 
Política. 
En igual sentido, la Sentencia C-430 de 2000 frente a la diferencia entre la responsabilidad del 
Estado y la de sus agentes expresó:  
Es evidente que el artículo 90 constitucional consagra una clara diferencia entre la 
responsabilidad del Estado, y la responsabilidad que igualmente es posible deducir de sus 
agentes. En el primer caso, la responsabilidad resulta de la antijuricidad del daño, pero frente 
a sus agentes esta se deduce de la conducta de estos, vale decir, que el comportamiento 
asumido por ellos y que dio lugar al daño, fue doloso o gravemente culposo. En tal virtud no 
puede deducirse responsabilidad patrimonial del funcionario o agente público, si no se 
establece que obró, por acción u omisión, constitutiva de dolo o culpa grave, y que lo hizo 
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en ejercicio o con motivo de sus funciones. En consecuencia si la responsabilidad del agente 
público no se configura en dichos términos resulta improcedente que el Estado ejerza la 
acción de repetición, porque esta solo se legitima en la medida en que este sea condenado a 
reparar el daño y los agentes estatales resulten igualmente responsables” (Sentencia de 
constitucionalidad 430, 2000),  
Advirtiendo la Corte que la responsabilidad del Estado, proviene de la antijuricidad del daño 
que estima que la persona no tiene la obligación de soportar lo causado y que tiene derecho a una 
indemnización, y reitera  la obligatoriedad de que la responsabilidad patrimonial por la cual se ha 
pagado la condena, se derive de aquel comportamiento doloso o gravemente culposo del agente, 
para que así se configuren los requisitos y se dé trámite a la Acción de Repetición, a través de la 
cual la entidad condenada  logre la recuperación del patrimonial Estatal. 
EL Consejo de Estado a través de la sala de Consulta y Servicio Civil, advierte “que el hecho 
de que el Estado demanda en repetición a sus servidores o ex servidores públicos o particulares 
que ejerzan funciones públicas no significa que estos que estos sean responsables de los perjuicios 
que se reclaman. El objeto del proceso de repetición es, precisamente, establecer si están presentes 
los elementos constitutivos de la responsabilidad patrimonial”. 
Conforme a esto, el Consejo de Estado estima que el objeto de la acción de repetición, es 
determinar si el agente actuó de manera dolosa o gravemente culposa y al ser probado su actuar, 
este sea condenado y se logre la recuperación de lo pagado en la condena de responsabilidad 





Frente a la acción de repetición, algunos doctrinantes han abordado esta desde diferentes 
aspectos; y en ese sentido, se encuentra el artículo Ineficacia de la acción de repetición en 
Colombia y sus posibles correctivos,  (Jiménez, 2012), en el cual se realiza un estudio, a través 
de entrevistas y análisis jurisprudencial, sobre las diferentes causas por las que no ha sido posible 
lograr mejores resultados para la acción de repetición y la consecuente recuperación de dineros en 
favor del Estado, en la cual señalan los factores que desestiman y a su vez, generan una valoración 
negativa a la acción.  
Por su parte, en la tesis Circunstancias en las que se desestima la acción de repetición como 
herramienta del ordenamiento jurídico colombiano (Chaustre, 2018), se analizan las acciones 
de repetición desde las actuaciones del Consejo de Estado, en aras de determinar las circunstancias 
que propician la inefectividad del proceso vía judicial. 
De otro lado,  (BONILLA, 2015) realiza una fuerte crítica, a través de su estudio Acción de 
repetición, ineficaz respecto de la responsabilidad patrimonial de los funcionarios públicos 
en Colombia, en el cual señala como principales fallas, la falta de objetividad del comité de 
conciliación de la entidad pública condenada, la desproporcionalidad entre la pretensión de la 
Acción de Repetición con respecto al fallo condenatorio que la origino, violación del debido 





Instituciones facultadas en la ley 678 de 2001 para el ejercicio de la acción de repetición. 
El ministerio público. 
Es un órgano de control con autonomía administrativa, financiera y presupuestal, integrado de 
conformidad con la Constitución Nacional por la Procuraduría General de la nación, el defensor 
del pueblo, los procuradores delegados y los agentes del Ministerio público. Entre sus funciones 
esta, la defensa y protección de los derechos de los ciudadanos, la salvaguarda de los intereses 
públicos y el control de las conductas de los agentes del Estado. (Departamento Administrativo de 
la Función Pública, s.f.). 
Las funciones en cabeza de este organismo pueden ser de tres tipos: Función preventiva, de 
intervención y disciplinaria. La primera, frente las posibles conductas que puedan atentar contra 
los intereses del Estado y de los derechos fundamentales de sus ciudadanos; la segunda como 
sujeto que actúa en los procesos administrativos, judiciales y de policía, donde sus pretensiones 
van principalmente encaminadas a la defensa de las normas que integran el ordenamiento jurídico 
y la defensa del patrimonio público; la tercera y última en cabeza de la Procuraduría General de la 
Nación para iniciar acciones encaminadas a imponer sanciones disciplinarias a los funcionarios 
públicos ante las faltas cometidas por estos en el ejercicio de sus funciones (Barreto, 2015).  
La Constitución Nacional en su artículo 118, establece las funciones del Ministerio Publico, 
pero no instituye una función específica frente el ejercicio de la acción de repetición. No obstante, 
la Ley 678 de 2001, crea para este una función/deber legal como desarrollo de un deber 
constitucional; esto es, la salvaguarda de los intereses públicos, entre estos el patrimonio de la 
nación. Es así como el artículo 8° de la ley anteriormente citada, faculta al Ministerio Publico para 
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que dé inicio a la acción en el evento de presentarse la omisión por parte de la entidad pública 
perjudicada una vez se hayan dado los requisitos para dar apertura al proceso de repetición.  
Si bien esta facultad, es subsidiaria, por cuanto el Ministerio Público puede dar inicio a la 
acción, siempre y cuando la entidad Estatal condenada al pago omita su deber, no deja de ser 
menos importante pues este más allá de lograr la recuperación de los recursos estatales, lleva un 
deber de contenido constitucional en relación a la protección del interés público, convirtiéndose 
en una directriz de obligatorio cumplimento. 
La procuraduría General de la Nación, como máximo organismo del Ministerio Publico, tiene 
una función principal y preferente frente al control disciplinario que ejerce en relación a las 
conductas de quienes desarrollan funciones del Estado, para investigar e imponer las sanciones 
que la ley establece. 
El titulo único del código disciplinario: la descripción de las faltas disciplinarias en particular, 
capitulo primero, articulo 48: faltas gravísimas, establece como falta en el numeral 36:  No 
instaurarse en forma oportuna por parte del Representante Legal de la entidad, en el evento de 
proceder, la acción de repetición contra el funcionario, ex funcionario o particular en ejercicio de 
funciones públicas cuya conducta haya generado conciliación o condena de responsabilidad contra 
el Estado.   
En correspondencia con la anterior norma, el parágrafo 2° de la Ley 678 de 2001, frente a la 
omisión de dar inicio a la acción por parte del representante legal de la entidad pública contempló: 
Si el representante legal de la entidad directamente perjudicada con el pago de la suma de dinero 
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a que se refiere este artículo no iniciare la acción en el término estipulado, estará incurso en causal 
de destitución. 
(PERALDA, 2012) hace un análisis de resultados arrojados en un proceso investigativo en 
relación al cumplimento de la acción de repetición y concluye que el 86% de los servidores 
públicos del país no dan apertura o inicio a la acción, y solo el 18% de estos funcionarios repiten 
contra aquellos que dentro del ejercicio de las funciones públicas hayan actuado con dolo o culpa 
grave, creando para el Estado la carga de pagar una suma de dinero determinada.  
Ese 86% de servidores o representantes de las entidades públicas que omiten dar inicio a la 
acción de repetición, están inmersos en falta disciplinaria gravísima según el artículo 36 del Código 
Único Disciplinario, lo que da apertura a una investigación disciplinaria de oficio en cabeza de la 
Procuraduría General de la Nación; ahora, surge el siguiente interrogante ¿De ese 86% de 
servidores o funcionarios con conducta omisiva frente a la acción de repetición, cuántos han sido 
objeto de una investigación o sanción disciplinaria?  
El resultado negativo de ese interrogante, denotaría la falta de compromiso y omisión a su deber 
por parte de la Procuraduría General de la Nación, para iniciar el respectivo proceso disciplinario 
en contra de los representantes legales de las entidades públicas por su omisión a la Ley 678 de 
2001; coadyuvando a la violación de los principios de moralidad y eficiencia publica, establecidos 
como fines de la acción y desconociendo las competencias que por mandato constitucional le fue 
otorgada, es decir, la salvaguarda de los intereses públicos y el control de las conductas de los 




Los comités de conciliación. 
El decreto 1214 de 2000 en el artículo 2 define los comités de conciliación: como una instancia 
administrativa que actúa como sede de estudio, análisis y formulación de políticas sobre 
prevención del daño antijurídico y defensa de los intereses de la entidad,  cuyas actuaciones deben 
estar encaminadas a la defensa de los intereses públicos de cada entidad; por su parte la Ley 446 
de 1998 en el artículo 75, establece que las entidades y organismo de derecho público de todos los 
niveles, ya sea nacional, departamental o municipal (incluida los municipios capitales) y los entes 
descentralizados de esos niveles deben integrar un comité de conciliación. 
El mismo decreto en el artículo 5 numero 6, establece que los comités de conciliación tienen 
como función: Evaluar los procesos que hayan sido fallados en contra de la entidad con el fin de 
determinar la procedencia de la acción de repetición. 
Esta competencia atribuida a los comités de conciliación es de carácter obligatorio y no está 
dado en ellos, la posibilidad de desistir de la investigación para determinar si existen méritos para 
presentar la acción de repetición ante la jurisdicción competente (Contenciosa Administrativo, 
cuando la acción de repetición se ejerza contra miembros del Concejo de Estado, conocerá de ella 
de forma privativa en única instancia la Corte Suprema de Justicia en Sala Plena) es decir, siempre 
que se condene a una entidad u organismo estatal al pago de suma alguna de dinero en el campo 
judicial, conciliación extrajudicial u otro mecanismo para dar terminado un proceso, estos tienen 
la carga de adoptar la decisión respecto de la acción y en toda caso dejar constancia expresa y 




Por su parte la sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, emitió el concepto 1634 
de 2005 manifestando que: El estudio del comité es obligatorio en todos los casos en que se 
condene al Estado a reparación patrimonial como consecuencia de la conducta dolosa o 
gravemente culposa de sus agentes. El hecho de que las causales de nulidad del acto administrativo 
coincidan con las presunciones de dolo o culpa grave, no releva al comité de realizar dichos 
estudios, los cuales deben dirigirse a demostrar los presupuestos fácticos en que se basa la 
presunción a favor del Estado. 
Por su parte el artículo 12° del decreto 1214 del 2000, establece el procedimiento para llevar a 
cabo estos estudios previos para determinar la procedencia o no de la acción, estableciendo 
competencias y términos para los mismos. 
En contraste con lo anterior, los comités de conciliación de las entidades y organismos del 
Estado colombiano, han desconocido y aún siguen desconociendo la obligación que por mandato 
legal se le ha atribuido, pues las condenas del Estado siguen en aumento y el intento de recuperar 
estos dineros pagados disminuyen cada vez más.  
Según (Segura, 2018) la deuda generada por sentencias y conciliaciones a cargo de entidades 
del orden nacional alcanzó para el 2017, $5,1 billones de pesos y que solo de esa suma se ha podido 
cancelar $730.000 millones, indicando además que la deuda por dicho rubro aumenta un 24% cada 
año; es decir, para este año 2019 el aumento de la cifra alcanza casi el doble del valor de la condena 
del año 2017.  
Estas cifras representan una alarma para los comité de conciliación y un móvil determinante 
para dar impulso a la acción de repetición pues la recuperación efectiva de estos recursos públicos 
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permitiría frenar las actuaciones dolorosa o gravemente culposas de sus funcionarios públicos, lo 
que reduciría en igual sentido las demandas en contra del estado, es decir:  
 
Figura 1: Diagrama Accion de Repetición Fuente: Elaboración propia. 2019. 
 
Por otro lado, estos comités deben remitir a la Dirección de Defensa Judicial de la Nación del 
Ministerio de Justicia y del Derecho (Agencia Nacional de Defensa Jurídica), un informe 
detallando el número de casos que fueron sometidos a estudios por parte del comité y la adopción 
de los mismos, el número de acciones que se incursionaron en el semestre con la descripción del 
proceso, número de acciones de repetición terminadas con conciliación o sentencias (en este último 
evento se debe detallar el sentido del fallo y el valor del pago realizado por la entidad estatal) y 
finalmente el número de condenas y de conciliaciones por repetición pagadas  a favor de la entidad.  
Se crea entonces, en ese sentido, una obligación no solo para los comité de conciliación sino 
también para la Agencia Nacional de Defensa Jurídica, por cuanto esta debería requerir a dichos 
comités en los términos establecidos por la ley y así convertirse en un ente de presión para el 




La agencia nacional de defensa jurídica del estado. 
   En adelante ANDJE, es una Unidad Administrativa Especial descentralizada del orden 
nacional; cuenta con personería jurídica, autonomía administrativa, presupuestal y financiera 
adscrita al Ministerio de Justicia y del Derecho.   
Su función principal está encaminada a diseñar planes, proyectos o mecanismos que permitan 
alcanzar el cumplimiento de las políticas en relación a la defensa jurídica del Estado y en ese 
mismo orden formular políticas tendientes a prevenir conductas antijurídicas, el daño antijuridico 
y la dirección, coordinación y materialización de las acciones que aseguren una buena y adecuada 
defensa de los intereses contenciosos del Estado. (Agencia Nacional Juridica del Estado, 2019). 
Frente a la acción de repetición el decreto 4085 de 2011 en sus articulo 3 literal VII, articulo 6 
numero 1 literal IV y articulo 6 umero 3 literal IX, facultó a la ANDJE para: 
• Recuperar los dineros públicos por medio de la acción de repetición. 
• Diseñar y proponer estrategias, planes o acciones para el cumplimiento de las 
sentencias - conciliaciones y lograr el fin de esta acción patrimonial. 
• Hacer el seguimiento a las entidades públicas frente al ejercicio efectivo de la acción 
y dar instrucciones a estas entidades para que den inicio a la misma. 
• Dar inicio a la acción de repetición cuando las entidades públicas facultadas para 
ello omitan su deber de ejercerla, una vez se cumplan los requisitos para ello.  
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En atención a lo anterior la ANDJE, ha dado algunas instrucciones encaminadas a definir y 
aclarar puntos para que las entidades públicas puedan recuperar los dineros que ya fueron 
debidamente pagados, haciendo uso de la acción de repetición.  
Se puede afirmar que la ANDJE ha dado cumplimiento a los deberes legales que se le han 
conferido frente la implementación de planes, programas y estrategias en relación al ejercicio de 
la acción de repetición, pero estos no han logrado ser del todo efectivos pues las cifras de las 
condenas al Estado, siguen en aumento y el ejercicio de la acción por parte de las entidades 
estatales, incluyendo a la Agencia Nacional, es precario en el país.  
Por último, según datos arrojados por este organismo, las entidades públicas que son 
mayormente demandadas son: la Policía Nacional, El Ministerio de Minas y La Fiscalía General 
de la Nación, siendo los títulos de imputación con mayor frecuencia demandados; las fallas en el 
servicio en las funciones de inspección, vigilancia y control. Seguidos de: las privaciones injustas 
de la libertad, desplazamiento forzoso y finalmente falla en el servicio por defectuoso 
funcionamiento de la administración de justicia (Collazos, 2019); lo que le impone a la ANDJE 
trabajar con mucho énfasis en estas entidades para primero disminuir el número de demandas, 
segundo crear políticas encaminadas a fortalecer las actuaciones de los funcionarios públicos y 
como tercero y último hacer seguimiento al pago de las condenas, logrando incentivar el ejercicio 







Analizada la naturaleza jurídica de la acción de repetición, las instituciones intervinientes y los 
precedentes jurisprudenciales sobresalientes proferidos por el Consejo de Estado, existen 
suficientes elementos de juicios para establecer que desde su aspecto normativo la acción cuenta 
con todos los mecanismos pertinentes e idóneos para la efectividad de la figura y lograr el objetivo 
que la misma persigue; es decir, la Ley 678 de 2001, crea facultades en cabeza de las instituciones 
ya estudiadas  para dar inicio a la acción,  establece la jurisdicción competente para conocer el 
proceso, tiene un componente coercitivo pues elimina la facultad potestativa en relación a su 
ejercicio y remite a la normatividad disciplinaria frente al incumpliendo de lo anterior entre otros.  
Es así como frente al interrogante planteado en relación a la aplicación de la acción de repetición 
en Colombia, se concluye que esta ha sido ineficaz no por las fallas o vacíos normativos si no por 
la decidía de las entidades responsables de la debida aplicación de la Ley 678 de 2001.  
Como primera medida, esta ineficacia se le atribuye a los comité de conciliación de las 
entidades que han pagado en debida forma las condenas o conciliaciones dentro del proceso 
judicial respectivo, dado que han tenido un actuar omisivo frente al estudio de la procedencia del 
mecanismo para establecer si el agente o ex agente actuó con culpa grave o dolo, lo cual se ve 
reflejado en las pocas investigaciones dentro de las instituciones en compañía de las oficinas de 
control interno, en ese orden, el comité carece de elementos de peso para dar inicio a la acción y 
en igual sentido, la falta de estudio es la muestra de los bajos niveles de presentación de esta acción 




Seguida línea, gran responsabilidad le atañe a la Procuraduría General de la Nación dado que, 
pese a estar facultada por la ley para el ejercicio de la acción, pocas han sido las acciones 
impulsadas por este organismo estatal, sumado a ello se desconoce a cuantos representantes legales 
de entidades públicas han sido destituidos por este ente de control por la no presentación de la 
acción de conformidad con la ley;  adicional a lo anterior, frente a su rol sancionatorio se evidencia 
una infundada apatía para dar inicio a las investigaciones  disciplinarias correspondientes cuando 
los representantes legales de la entidades públicas obligadas al pago de sumas de dineros, por la 
razones que se conocen, no dan inicio a la acción de conformidad con la ley.  
Otra de las entidades responsables de la ineficacia de la acción de repetición en Colombia, es 
la Agencia Nacional de Defesan Jurídica del Estado, pues se ha limitado a la creación de políticas 
publicas y emitir recomendaciones para el efectivo ejercicio de la acción dejando de lado su 
función de presentarla y a través de ella recuperar los dineros públicos pagados por las entidades 
obligadas a ello.  
Por último, esta acción representa o tiene repercusiones sociales pues no es ajena a los lazos de 
familiaridad, camaradería y de subordinación dentro y fuera de la entidades públicas; dado que por 
lo general los agentes del Estado han permanecido en los cargos durante lapsos de tiempo 
considerables, que los obliga a que estas relaciones se fortalezcan hasta el punto de impedir que 
los funcionarios que integran el comité de conciliación sean imparciales y objetivos a la hora de 
determinar el actuar doloso o gravemente culposo del agente para la procedencia de la acción, un 
ejemplo de esto, es que generalmente este tipo de actuaciones, proviene del ordenador del gasto o 
del representante legal de la entidad, jefe jerárquico de algunos de los miembros del comité, 
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generándose un conflicto de intereses; además, estos comité están sujetos a estructuras políticas y 
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